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MARTA CERVERA MARTINEZ.

Barcelona, a veintisiete de julio de dos mil veintidós.

Parte apelante: Partit dels Socialistes de Catalunya (PSC)

- Letrado/a: Elena González-Adalid Núñez, Javier Sánchez-lozano Velasco

- Procurador: María Luisa Montero Correal

Parte apelada: MAESPA MANIPULADOS, S.L., TOMPLA INDUSTRIA INTERNACIONAL DEL SOBRE, S.L.,
PRINTEOS, S.A., PRINTEOS CARTERA INDUSTRIAL, S.L.

- Letrado/a: Helmut Brokelmann

- Procurador: Jesús Sanz López

Resolución recurrida: sentencia

- Fecha: 25 de octubre de 2021

- Parte demandante: Partit dels Socialistes de Catalunya (PSC)

- Parte demandada: MAESPA MANIPULADOS, S.L., TOMPLA INDUSTRIA INTERNACIONAL DEL SOBRE, S.L.,
PRINTEOS, S.A., PRINTEOS CARTERA INDUSTRIAL, S.L.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO. El fallo de la sentencia apelada es del tenor literal siguiente: FALLO: "Que desestimando la demanda
formulada por PARTIT DELS SOCIALISTES DE CATALUNYA, y en su representación del Procurador de los
Tribunales Dª. MARÍA LUISA MONTERO CORREAL contra MAESPA MANIPULADOS, S.L., PRINTEOS CARTERA
INDUSTRIAL, S.L., TOMPLA INDUSTRIA INTERNACIONAL DEL SOBRE, S.L. Y PRINTEOS, S.A. debo absolver y
absuelvo a la expresada demandada; sin imposición se costas".

SEGUNDO. Contra la anterior sentencia interpuso recurso de apelación por la parte reseñada. Admitido el
recurso se dio traslado a la contraparte, que presentó escrito impugnándolo y solicitando la confirmación de
la sentencia recurrida, tras lo cual se elevaron las actuaciones a esta Sección de la Audiencia Provincial, que
señaló votación y fallo para el día 19 de mayo de 2022 pasado.

Ponente: magistrado Luis Rodríguez Vega.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

PRIMERO. Términos en los que aparece determinado el conflicto en esta instancia.

1. La demandante, Partit dels Socialistes de Catalunya (PSC), interpuso demanda de reclamación de cantidad
con fundamento en la Resolución de la Comisión Nacional de la Competencia (CNC) de 25 de marzo de 2013,
que declaró la existencia de un cártel de fijación de precios y reparto de clientes en el mercado nacional de
fabricación de sobres, en el que participaron distintas empresas, entre las que se encuentran las demandadas.
La Resolución fue confirmada por la Sentencia de la Sección Sexta de la Sala Contencioso-Administrativo de
la Audiencia Nacional de 29 de marzo de 2017, que quedo firme al acordar la Sala 3ª del Tribunal Supremo la
inadmisión del recurso de casación por auto de 24 de octubre de 2017.

2. La infracción de las normas de defensa de la competencia, según la Resolución de la CNC, se materializó
a través de las siguientes conductas:

a. El reparto del mercado y fijación de precios a través del reparto de las licitaciones públicas de sobre
electorales con ocasión de la celebración de los procesos electorales celebrados en España desde 1977 hasta
2010.

b. El reparto del mercado de los sobres pre-impresos corporativos a través del reparto de clientes, grandes
corporaciones nacionales públicas y privadas, al menos, entre 1977 y 2010, que llevaría aparejada la fijación
de los precios de los sobres.

c. La fijación de precios y reparto de los clientes del sobre blanco entre 1977 y 2010.

d. La limitación del desarrollo técnico en el sector del sobre mediante el acuerdo entre varias entidades para
la formación de un consorcio tecnológico.
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3. La actora, adquirente de sobres pre-impresos y sobres electorales, solicitó que se declarara la existencia
de una infracción de los artículos 101 y 102 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea y 1 y 2 de la
Ley de Defensa de la Competencia, y se condenara a las demandadas, en concepto de daños derivados de su
conducta anticompetitiva, al pago de 1.166.576,10 euros. Subsidiariamente, solicitó que se condenara a las
demandadas a la cantidad alternativa que señalara el Juzgado. Para la determinación del daño, la demandante
aportó dos informes periciales: El primero (documento 16 de la demanda) tiene por objeto estimar el volumen
de sobres adquiridos por el PSOE durante la vigencia del cártel y el precio pagado por ellos. El segundo informe
(documento 17 de la demanda) está dirigido al cálculo del sobreprecio.

4. Las demandadas PRINTEOS CARTERA INDUSTRIAL S.L., TOMPLA INDUSTRIA INTERNACIONAL DEL SOBRE
S.L., PRINTEOS S.A., y MAESPA MANIPULADOS, S.L., sociedades que pertenecen al Grupo TOMBLA (en
adelante, TOMBLA), se opusieron a la demanda por los siguientes motivos (en síntesis):

(i) Prescripción de la acción ejercitada.

(ii) Inexistencia de daño por cuanto la adquisición de sobres electorales está subvencionada por el Estado.

(iii) Falta de legitimación activa respecto de los sobres electorales de 2003 y 2007 comprados por PROGRÉS
MUNICIPAL DE CATALUNYA

(iv) Indebida cuantificación del daño por deficiencias metodológicas en las periciales de la actora.

(iv) Improcedencia de la pretensión declarativa, por tratarse de una acción "follow on".

SEGUNDO. -De la sentencia, de los recursos y de los escritos de oposición.

5. La sentencia de primera instancia desestima la demanda al considerar prescrita la acción, sentencia
contra la que interpone recurso la actora frente al que se opone la demanda que, a su vez, impugna el
pronunciamiento sobre costas. Para resolver el presente recurso partimos lógicamente de los criterios
establecido en nuestra sentencia núm. 198/2022, de 7 de febrero (recurso núm. 2112/2021 -3), aclarada por
auto de 14 de marzo de 2022, en un pleito similar que tenía por actor al PSOE.

TERCERO. - Hechos probados. Carácter vinculante de los hechos declarados probados en las resoluciones
dictadas por los Órganos Nacionales de Defensa de la Competencia.

6. Al igual que hicimos en nuestras primeras sentencias sobre el cártel de sobres (por todas, Sentencia
de 10 de enero de 2020 ), extraeremos de la Resolución de la CNC de 25 de marzo de 2013 los hechos
que estimamos relevantes para la resolución del recurso, si bien los haremos de forma más sucinta. Tras
precisar el marco normativo en el mercado de sobres de papel (hecho 18), que queda limitado a las
normas relacionadas con licitaciones públicas (fundamentalmente, la Ley de Contratos de Sector Público),
la Resolución establece el siguiente análisis sobre el mercado afecto:

Mercado de producto (hecho probado 19.1º).

El mercado analizado en este expediente es el correspondiente a la fabricación y distribución de sobres de papel
en el mercado español, distinguiendo (Escrito de ANTALIS en contestación a requerimiento de información de
la DI, folio 8860):

-Sobres pre-impresos o especiales: aquéllos que por su tamaño, peso o estructura, son diferentes a los sobres
estándar, de acuerdo a las especificaciones proporcionadas por los clientes, que se comercializan a través
de licitaciones organizadas por el cliente, principalmente grandes corporaciones privadas o Administraciones
Públicas y con ocasión de la celebración de procesos electorales.

-Sobres blancos, normales, de catálogo o de stock: Se trata de aquellos sobres sin ningún tipo de impresión,
a partir de un catálogo predefinido, y que pueden ser utilizados para cualquier finalidad. Estos sobres tienen
como clientes principales empresas mayoristas de distribución, imprentas y otras empresas del canal gráfico.

Mercado geográfico (hecho probado 19,2º).

El mercado geográfico afectado sería todo el territorio nacional, dado que las conductas llevadas a cabo
por los fabricantes de sobres de papel lo han sido con referencia a las licitaciones convocadas por
diferentes Administraciones Públicas (AAPP) españolas a nivel estatal y autonómico, así como por numerosas
corporaciones públicas y empresas privadas de carácter nacional, por lo que es todo el mercado español el
mercado geográfico de referencia en este expediente. Teniendo en cuenta que el mercado afectado por el
cártel objeto de investigación en este expediente sancionador es de ámbito nacional, afectando a la totalidad
del territorio español, sería susceptible de tener un efecto apreciable sobre el comercio intracomunitario,
dado que va a compartimentar el mercado nacional, creando de esta manera unas potenciales 26 desventajas
competitivas para los posibles entrantes en el mercado español del sobre.
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Organización y funcionamiento del cártel

(187) Los hechos acreditados en este expediente sancionador se fundamentan en la información facilitada por
UNIPAPEL en su solicitud de exención, la documentación recabada en las inspecciones, la información aportada
en las solicitudes de reducción presentadas -todas ellas tras la realización de dichas inspecciones-, así como
en las contestaciones a los requerimientos de información a las empresas incoadas y a terceras empresas y
Administraciones Públicas clientes de las anteriores, potencialmente perjudicadas por las siguientes prácticas:

1. Acuerdos para el reparto del mercado a través de las licitaciones de sobres electorales para los procesos
electorales convocados entre 1977 y 2010 entre 14 empresas del cártel: ANDUPAL, ANTALIS, DOMENECH,
ENVEL, TOMPLA, MAESPA, CEGAMA, PLANA, PACSA, RODON, SOBRINSA, SAM, IZALBE y UNIPAPEL, con
la colaboración de HISPAPEL, así como el reparto entre TOMPLA y UNIPAPEL de la producción de sobres
electorales para el buzoneo que realizan los partidos políticos.

2. Acuerdos para el reparto del mercado de sobres pre-impresos a través del reparto de clientes nacionales,
tanto públicos como privados, entre 1990 a 2010, realizado por las siguientes 11 empresas del cártel: ANTALIS,
TOMPLA, PLANA, PACSA, SAM, SERBOS, UNIPAPEL, ARGANSOBRE, ENVEL, MAESPA y SOBRINSA, con la
colaboración de HISPAPEL.

3. Acuerdos entre ANTALIS, SAM, TOMPLA y UNIPAPEL para la fijación de los precios y reparto de los clientes
de sobre blanco entre 1994 a 2010, con la colaboración de HISPAPEL.

4. Acuerdo entre TOMPLA, UNIPAPEL, SAM, PACSA, ANTALIS y PLANA, para limitar el desarrollo técnico en el
sector del sobre de papel a través de acuerdos para la formación de un consorcio tecnológico entre TOMPLA,
UNIPAPEL y SAM, que dio lugar a la constitución en 1997 de la sociedad COVER FORMAS, S.L. (en adelante,
COVERFORMAS), creada por TOMPLA y UNIPAPEL para compartir las innovaciones tecnológicas generadas en
cada una de dichas empresas que licenciaban únicamente a las empresas ANTALIS, SAM y PLANA.

(188) Estas prácticas forman parte de un acuerdo complejo, en el que se subsumen múltiples acuerdos de
reparto y fijación de precios de los sobres pre-impresos para los procesos electorales convocados en España
y para clientes, además de los relativos al sobre blanco y al desarrollo técnico, adoptados por un núcleo duro
de empresas del cártel formado por ANTALIS, PLANA, TOMPLA (incluyendo a SAM y PACSA) y UNIPAPEL, con
la participación de HISPAPEL, que participaron en casi la totalidad de las conductas anteriormente descritas,
salvo PLANA de la que no se ha acreditado su participación en los acuerdos relativos al sobre blanco, a
las que se suman pequeñas y medianas empresas fabricantes de sobres en el territorio español -ANDUPAL,
ARGANSOBRE, CEGAMA, DOMENECH, ENVEL, IZALBE, MAESPA, RODON, SERBOS y SOBRINSA- en relación
con las prácticas relativas a los sobres pre-impresos, ya fueran en relación con los procesos electorales o para
clientes.

(191) El núcleo duro del cártel implantó un mecanismo que con el mismo objeto y bajo las mismas pautas,
operó repetidamente, primero en las licitaciones electorales convocadas por la Administración Pública y
posteriormente para las ofertas a presentar a empresas privadas y entidades públicas para suministros de
sobres pre-impresos, así como de sobre blanco y las innovaciones tecnológicas aplicables al sobre de papel,
en general. A estos acuerdos se sumaron una serie de empresas de alcance regional y local, que participaban
en licitaciones de su ámbito regional, por cercanía, particularidades de la licitación (serigrafía de sobres en
idiomas distintos al castellano) o experiencia en el suministro.

(192) Este mecanismo colusorio formó parte de una estrategia única planteada a partir de 1977, coincidiendo
con la convocatoria de las primeras elecciones democráticas en España, por el núcleo duro del cártel para
controlar la totalidad del mercado de sobre en España, repartiéndose el mercado nacional.

(194) Asimismo la vigencia del cártel durante más de 30 años en el mercado de sobres nacional probablemente
haya contribuido a dejar el mercado español fuera de los procesos de concentración sectorial ocurridos en
Europa desde principios del año 2000, provocador por el exceso de oferta y la búsqueda de mayores eficiencias
y economías de escala en la producción. Este proceso europeo concluyó con la creación de cinco grandes
fabricantes partiendo de un total de treinta fábricas existentes. Muy diferente ha sido el caso español del sobre,
en el que están presentes 15 fabricantes.

(195) Según se acredita de la información que obra en este expediente, los primeros contactos entre los
fabricantes de sobres de papel se remontan a las convocatorias de los primeros procesos electorales
celebrados en nuestro país en 1977. Según ha indicado UNIPAPEL en su solicitud de exención1 y han
confirmado PLANA y TOMPLA en sus solicitudes de reducción del importe de la multa, los contactos se
produjeron ante la falta de capacidad de producción de las empresas individualmente para suministrar los
grandes volúmenes de sobres electorales que dichos comicios exigían, lo que les motivó para repartirse la
fabricación y suministro de los sobres electorales entre varios fabricantes.
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(196) Como ya se ha indicado, si bien de la información obrante en el expediente se acredita el conocimiento y
participación en las prácticas objeto de investigación por parte ASSOMA al menos hasta 1992, lo cierto es que
tras la constitución en 1980 de la sociedad HISPAPEL y su compra en el año 1981 por los principales fabricantes
de sobres nacionales que ya formaban parte del cártel, los contactos y reuniones entre las empresas del cártel
se institucionalizaron utilizando la sede de dicha empresa para sus reuniones y también de su personal para
instrumentar sus acuerdos.

Acuerdos para el reparto del mercado de sobres pre-impresos.

(202) El acuerdo para el reparto de los Grandes Clientes consistía, a efectos prácticos, en la coordinación de
las ofertas a presentar por las empresas del cártel cuando solicitaban presupuestos o convocaban licitaciones
para la contratación de sobres pre-impresos corporativos. Con carácter general, la empresa del cártel a la que le
correspondía el mayor porcentaje en ese cliente de acuerdo con la Lista de reparto (en adelante, el Líder) era el
encargado de diseñar las estrategias de coordinación de las ofertas para cada licitación o proceso organizado
por el cliente, definiendo qué empresa y cómo se presentaba a cada licitación, marcando el precio de la oferta
económica de acompañamiento presentada por cada uno de ellas para garantizar la adjudicación, el precio y el
acuerdo de reparto. En determinados Grandes Clientes, el Líder siempre se garantizaba resultar el adjudicatario
de la licitación convocada por el mismo. En otras ocasiones y para evitar levantar suspicacias entre los clientes,
la empresa adjudicataria de la licitación iba cambiando a la elección del Líder.

(203) Según se acredita de la información que obra en el expediente, cuando un Gran Cliente solicitaba un
presupuesto a alguno de las empresas del cártel o cuando se convocaban subastas u otro tipo de licitaciones
por parte de los Grandes Clientes, las empresas del cártel se ponían en contacto telefónicamente, vía fax o se
reunían para organizar la estrategia de coordinación.

(204) La estrategia marcada por el Líder variaba en función del procedimiento de que se tratara, así en las
peticiones de presupuestos, simplemente se marcaba el precio a presentar por cada una de las empresas del
cártel a las que se hubiese solicitado dicho presupuesto, para garantizar que el resultado estuviera de acuerdo
con la estrategia organizada por el Líder de ese cliente.

(205) En el supuesto de la convocatoria de subastas, el Líder diseñaba la estrategia de la puja incluyendo el
orden de presentación de las pujas, el número de pujas a presentar por cada cliente y los precios a presentar
por cada una de las empresas del cártel participantes en el procedimiento. En los supuestos de subastas
electrónicas o virtuales, las empresas del cártel estaban conectadas telefónicamente mientras realizaban sus
pujas para adaptarse a los posibles imprevistos, ante la presencia de pujas por parte de terceras empresas
ajenas al cártel.

(206) En todas aquellas ocasiones en las que el concurso, la subasta o el procedimiento de licitación
convocados por el cliente permitía la adjudicación por lotes o modelos a diversos adjudicatarios, se ajustaban
las ofertas entre las empresas del cártel de manera que cada una resultara adjudicataria de los volúmenes que
representasen de una manera aproximada el porcentaje asignado de dicho cliente conforme los porcentajes
asignados en la Lista. Cuando esto no era posible porque no coincidían los lotes o las partidas con los
porcentajes asignados a cada uno de las empresas participantes en el cártel con participaciones en la
fabricación para el cliente en cuestión, o en aquellos otros supuestos en los que sólo se exigía un adjudicatario
en cada licitación, se procedía a realizar una compensación entre las empresas del cártel.

(420) Por tanto, queda de manifiesto los contactos entre las empresas del cártel desde 1977, que se vieron
reforzados a partir de la década de los 80 cuando los principales fabricantes de sobres de papel comenzaron
a intercambiar información sobre clientes clave en el seno de HISPAPEL y acordar el reparto de los pedidos
solicitados por ciertos clientes importantes.

(421) De hecho, está acreditado en el expediente el reparto de los denominados "Grandes "Clientes" desde el
año 1990, como el reparto de los sobres adquiridos por el BBV (posteriormente BBVA) a lo largo de los años y
en los que las empresas participantes en el cártel vienen identificadas con las siguientes siglas, K identificando
a KANGUROS (actual ANTALIS), PC a PACSA, S a SAM, U a UNIPAPEL y T a TOMPLA).

(422) Este reparto de clientes se institucionaliza en 1995, elaborándose una Lista de 223 clientes y las
participaciones de las empresas del cártel con respecto a dichos clientes220, que se relacionan en el Anexo
II a este PCH.

(423) La Lista asignaba un número a cada cliente y establecía un porcentaje de participación de las empresas
del cártel para cada cliente incluido en la Lista (en adelante, Grandes Clientes). Este porcentaje fue determinado
en el momento de la elaboración de la Lista en función de la facturación que tradicionalmente venían realizando
las empresas del cártel para cada cliente, lo que se denominarían "Participaciones Históricas".
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(424) El reparto de los Grandes Clientes suponía la coordinación de las ofertas a presentar por las empresas
del cártel cuando solicitaban presupuestos o convocaban licitaciones para la contratación de sobres pre-
impresos. Con carácter general, la empresa del cártel a la que le correspondía el mayor porcentaje en ese
cliente de acuerdo con la Lista (el Líder) era el encargado de diseñar las estrategias de coordinación de las
ofertas, definiendo qué empresa y cómo se presentaba a cada licitación, marcando el precio de la oferta de
acompañamiento para garantizar la adjudicación, el precio y el acuerdo de reparto. En determinados Grandes
Clientes, el Líder siempre se garantizaba resultar el adjudicatario de la licitación convocada por el mismo. En
otras ocasiones y para evitar levantar suspicacias entre los clientes, la empresa adjudicataria de la licitación
iba cambiando a la elección del Líder.

5.2 Fijación de precios y reparto de las licitaciones de sobres electorales.

(230) De acuerdo con las declaraciones del Consejero Delegado, Director General y del Presidente de UNIPAPEL
presentadas por dicha empresa en su solicitud de exención así como por PLANA, TOMPLA y ANTALIS en sus
solicitudes de reducción, los primeros contactos entre las empresas del cártel para repartirse la fabricación de
sobres electorales se fechan en 1977, coincidiendo con la celebración de los primeros procesos electorales en
España. En concreto, en el acta de la reunión de ASSOMA de 4 de noviembre de 1986 se afirmaba lo siguiente
en relación con la declaración efectuada por el Director General de TOMPLA durante dicha reunión 46:

(231) Efectivamente, desde la constitución de HISPAPEL en 1980 el cártel se institucionaliza, como también ha
indicado el Director General de PLANA en su solicitud de reducción. De hecho, de acuerdo con la información
aportada por UNIPAPEL en su solicitud de exención, confirmada posteriormente en las solicitudes de reducción
presentadas y se reafirma en la información aportada por el MINISTERIO DEL INTERIOR (en adelante, MIR) en
contestación a los requerimientos de información de esta DI, en la licitación de los sobres electorales de las
Elección Generales de 1982, 18 empresas participantes en el cártel se repartieron los 18 lotes de esta licitación,
presentándose cada una de ellas a un único lote de los 18 ofertados, con idénticas ofertas económicas en cada
uno de los 18 lotes, resultando dichas empresas adjudicatarias de cada uno de los lotes. En relación a esta
mecánica del cártel, consistente en el reparto de los distintos lotes licitados por las Administraciones Públicas
convocantes de los procesos electorales, ésta se modificó tras los cambios producidos en dichas licitaciones a
partir de las Elecciones Generales de 1986, en las que el MIR modificó los términos de la licitación eliminando
los lotes y estableciendo la adjudicación a un único adjudicatario de la producción de la totalidad de los sobres
electorales licitados.

(232) Ante esta modificación de la licitación, las empresas participantes en el cártel modificaron la sistemática
de sus acuerdos, dado que ya no era posible repartirse la adjudicación de la producción de los sobres electorales
en base a los lotes de la adjudicación.

(233) Así, a partir de ese momento el reparto de la producción de los sobres electorales se realizó a través
de acuerdos de subcontratación entre la empresa adjudicataria y el resto de las empresas del cártel, siendo
determinantes para adoptar estos acuerdos y su ejecución las grandes empresas del sector, aunque teniendo
en cuenta a las pequeñas, en algún caso con gran implantación regional.

(234) Los acuerdos se adoptaban para cada uno de los procesos electorales, decidiéndose por el cártel qué
empresas se presentaban a la licitación, la cuantía de las ofertas económicas a presentar y el reparto posterior
para la fabricación de los sobres electorales, tomando como referencia para el reparto las participaciones
en el accionariado de HISPAPEL, aunque entrando también a valorar otros factores, como compensaciones
sobre anteriores elecciones y cuando comenzaron los acuerdos sobre grandes clientes compensando a alguna
empresa del cártel en relación con el suministro a los mismos.

(235) Debido a que el MIR también estableció unas determinadas condiciones técnicas para presentarse
a dichas licitaciones a partir de las Elecciones Generales de 1986, las empresas del cártel tuvieron que
modificar la sistemática seguida por el cártel hasta dicho momento, acordando a partir de dichas elecciones
las ofertas económicas a presentar para determinar previamente la empresa que ganar la adjudicación de la
correspondiente licitación.

(237) Debido a que el MIR estableció unas determinadas condiciones técnicas para presentarse a dichas
licitaciones a partir de las Elecciones Generales de 1986 las empresas del cártel acordaron que las distintas
ofertas que presentarían a los distintos procesos electorales condujeran a que dichas licitaciones fueran
ganadas, por regla general, por UNIPAPEL, lo que ocurrió en la mayoría de las elecciones hasta 2010. Por
tanto, para asegurarse de que le fuera adjudicada la licitación a UNIPAPEL o a otra de las grandes empresas
participantes en el cártel designadas en algún supuesto, únicas que cumplían las condiciones técnicas que
proponía el MIR, era fijando los precios que debían ofertar cada una de las empresas del cártel que se
presentaban a las licitaciones.
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(238) Una vez se adjudicaba la licitación a la empresa designada por el cártel, generalmente UNIPAPEL, ésta
facilitaba a las demás empresas del cártel las especificaciones y los identificativos para fabricar la cantidad de
sobres señalados por el cártel para las empresas del cártel, al objeto de identificar los sobres como fabricados
por UNIPAPEL y así ocultar a la Administración Pública convocante que había otras empresas que fabricaban
parte del producto. De ahí que gran parte de la documentación relativa a la ejecución de los acuerdos de
reparto y distribución de los distintos procesos electorales fuera elaborada por UNIPAPEL, dada su condición
de adjudicataria de estas licitaciones.

(239) La facturación de dicha producción subcontratada se realizaba a UNIPAPEL por las empresas que
fabricaban parte del producto, con un descuento pactado entre todas las empresas del cártel (del 3, 4 ó 5%),
en función de cada proceso electoral y/o empresa del cártel- sobre el precio unitario de adjudicación. Con esa
diferencia a favor de UNIPAPEL se compensaban parte de los gastos por el transporte, así como las pérdidas
generadas por el volumen de fabricación no fabricado y su impacto en los costes unitarios de fabricación.

(240) Desde los primeros procesos electorales, ANTALIS (antes KANGUROS), PLANA, UNIPAPEL y las
empresas del Grupo TOMPLA (PACSA, SAM y TOMPLA) -todas ellas accionistas de HISPAPEL- tuvieron
un papel relevante en la adopción de los acuerdos de reparto de los sobres electorales, así como para la
ejecución del reparto, dejando para el resto de empresas no accionistas de HISPAPEL unas participaciones
minoritarias, normalmente en función del volumen histórico de cuota de mercado y su implantación regional,
sobre todo en las Comunidades Autónomas (en adelante, CC.AA) de Andalucía, Cataluña, Galicia y País
Vasco. En el caso estas CC.AA, en el reparto realizado por las empresas del cártel se incluía a empresas
con implantación en la Comunidad Autónoma correspondiente, ya sea por requerimientos del propio mercado
(cercanía de las empresas fabricantes,interés de las Administraciones Públicas convocantes en que hubiera
una empresa de la Comunidad Autónoma convocante, etc.) o por los propios acuerdos entre las empresas del
cártel (compensaciones por concursos anteriores o clientes compartidos, etc.), participando también dichas
empresas en el reparto de las licitaciones de sobre electorales de las elecciones convocadas por dichas CC.AA.

8. Como hemos dicho, la Resolución de la CNC de 25 de marzo de 2013 considera que las conductas descritas
constituyen una infracción continuada del artículo 1 de la LDC y del artículo 101 del TFUE , consistente en
un cártel de fijación de precios y reparto de clientes en el mercado de sobres de papel en todo el territorio
nacional, por lo que impone a las empresas investigadas las sanciones que se señalan en la parte dispositiva
de la resolución. Interpuesto recurso por la demandada, la Sentencia de la Audiencia Nacional de 29 de marzo
de 2017 confirma en lo sustancial dicha Resolución, a salvo la cuantía de la multa. El recurso de casación
interpuesto contra la Sentencia no fue admitida a trámite por auto del Tribunal Supremo de 24 de octubre
de 2017 , por lo que ha adquirido firmeza.

9. La Sentencia del Tribunal Supremo de 7 de noviembre de 2013 (ECLI:ES:TS:2013:5819 ), sobre el llamado
cártel del azúcar, establece el carácter vinculante de los hechos considerados probados en resoluciones
anteriores dictadas en jurisdicciones distintas y, en concreto, de las sentencias dictadas contra resoluciones
de los Órganos Nacionales de Defensa de la Competencia. Aunque no cabe afirmar el carácter de cosa
juzgada, dado que el artículo 222.4º de la Ley de Enjuiciamiento Civil se refiere a sentencias firmes dictadas
por órganos de la jurisdicción civil, por lo que difícilmente puede atribuirse efectos de cosa juzgada, siquiera
como prejudicial, a lo decidido por otras jurisdicciones, sí se produce tal efecto en cuanto a la fijación
de hechos " pues la circunstancia de que los hechos enjuiciados hayan sido objeto de un proceso ante otra
jurisdicción no impide a los órganos del orden jurisdiccional civil examinarlos bajo el prisma del ordenamiento
civil, teniendo que aceptar las conclusiones obtenidas en aquel proceso en aras del principio de seguridad
jurídica."

CUARTO. - Sobre la prescripción de la acción.

10. La sentencia declaró prescita la acción y en su oposición TOMPLA insiste en dicha excepción. La
sentencia apelada considera aplicable el plazo de prescripción de un año del artículo 1968 del Código Civil
para las acciones de responsabilidad extracontractual ( artículo 1902 del Cc ), régimen jurídico vigente
cuando se produjeron los hechos. Descarta, por tanto, la aplicación del plazo de cinco años del artículo 74 de
la Ley de Defensa de la Competencia , en vigor en nuestro país desde 27 de mayo de 2017 con la publicación
del Real Decreto-ley 9/2017, de 26 de mayo, que traspone al Ordenamiento Español la Directiva 2014/104/
UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de noviembre de 2014 , que establece determinadas normas
por las que se rigen, en virtud del Derecho nacional, las acciones de daños resultantes de las infracciones del
Derecho de la competencia de los Estados miembros y de la Unión Europea (en adelante, Directiva de Daños).

11. La sentencia considera que el plazo debe contarse desde la fecha en la que se dictó Sentencia por
la Audiencia Nacional (el 29 de marzo de 2017), por lo que, los burofaxes remitidos por la actora a las
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demandadas de fecha de 09 y 16 de septiembre de 2019 (documento nº 19 aportado con la demanda), se
cursaron una vez la acción estaba prescrita.

12. La recurrente alega que el plazo debe computarse desde que adquirió firmeza la resolución de la AN, es
decir, desde que el TS dicto su auto de 24 de octubre de 2017 . Por su parte la demandada, que insiste en
su excepción, alegan que el plazo ha de computarse desde que se hizo pública la Resolución de la CNC (el
1 de abril de 2013). Según la demandada, desde la publicación de la Resolución, la actora pudo tener pleno
conocimiento de los hechos constitutivos de la infracción y de la identidad de los infractores. El recurso ante
la Audiencia Nacional fue irrelevante, a estos efectos, pues basta con leer la Sentencia que lo resolvió para
concluir que no se discutieron los hechos constitutivos de la infracción sino únicamente la cuantía de las
multas. No es posible la aplicación retroactiva del artículo 74 de la LDC , que contempla la interrupción del
plazo de prescripción por la apertura de un procedimiento sancionador ante la autoridad de la competencia
hasta transcurrido el plazo de un año desde la firmeza de la resolución que ponga término al procedimiento.

13. Pues bien, coincidimos en este punto con la posición mantenida por la demandante. Si aceptamos que el
plazo es el de un año del artículo 1968.2º del Código para las acciones de responsabilidad extracontractual,
este ha de computarse "desde que lo supo el agraviado" o desde el día en que pudo ejercitarse la acción
(artículo 1969), vigente cuando se produjeron los hechos y durante la tramitación del procedimiento. Dicho
precepto ha sido interpretado de forma reiterada por el Tribunal Supremo en el sentido de que el plazo de
prescripción no puede iniciarse sino desde el momento en que el perjudicado -en este caso, por el ilícito
concurrencial- conoce todos los elementos de hecho y de derecho necesarios para el ejercicio de la acción.
Es cierto que en las primeras sentencias sobre el cártel de los sobres se optó por la fecha de la publicación
de la Resolución, frente a la alternativa esgrimida por alguno de los infractores, de la fecha de la nota de
prensa que daba cuenta del resultado del procedimiento sancionador. Sin embargo, en este caso la discusión
estriba entre la publicación de la Resolución -tesis defendida por la recurrente- o su firmeza -como sostiene
la apelada-.

14. Aunque nada impide a los terceros perjudicados iniciar sus reclamaciones con la publicación de la
resolución administrativa que pone término al procedimiento sancionador, el conocimiento cierto de los
hechos y de sus responsables sólo se alcanza con la firmeza de la Sentencia del recurso contra dicha
resolución. Desde la perspectiva del tercero perjudicado que no ha sido parte ni en el expediente sancionador
ni en el recurso contencioso, el cómputo del plazo no puede depender del contenido del recurso y del objeto
del procedimiento judicial, extremos que sólo están a su alcance a posteriori, una vez se hacen públicas las
resoluciones judiciales. Por ello, no entraremos a analizar en qué consistió el recurso de TOMPLA y si hubo
o no aceptación de los hechos y de la existencia de la infracción.

15. Además, en este caso nos encontramos ante una acción follow on en sentido propio, esto es, ejercitada a
partir de una resolución administrativa cuyos hechos van a vincular al juez civil, por lo que no puede iniciarse
el cómputo del plazo hasta que la resolución alcanza firmeza. Así lo establece el  artículo 74 de la vigente
Ley de Defensa de la Competencia y así se deducía del régimen jurídico anterior. Reproducimos de nuevo
la Sentencia del Tribunal Supremo de 7 de noviembre de 2013 en el cártel del azúcar, del que se infiere ese
criterio:

" Esta vinculación a los hechos considerados probados en anteriores resoluciones judiciales (en este caso,
la sentencia de la Sala 3ª del Tribunal Supremo que confirmó la resolución del Tribunal de Defensa de la
Competencia) tiene mayor sentido aun en un sistema como el del   art. 13.2 de la Ley16/1989, de Defensa
de la Competencia   , que es calificado como de "follow on claims", en el que los perjudicados ejercitan la
acción de indemnización de daños y perjuicios una vez que ha quedado firme la sentencia de la jurisdicción
contencioso-administrativa que ha decidido si concurría la conducta ilícita por contravenir la Ley de Defensa
de la Competencia, para lo cual era preciso partir de los hechos constitutivos de la conducta calificada como
ilícita por anticompetitiva."

16. Aunque, como hemos dicho, en la demanda y en la contestación, ambas partes parten de que el plazo de
prescripción es de un año (no ocurre lo mismo con el recurso), lo cierto es que, dado que el inicio del cómputo
( dies a quo 24 de octubre de 2017 ) es posterior a la fecha de entrada en vigor de la regla de la Ley de Defensa
de la competencia por Real Decreto-ley 9/2017 (27 de mayo de 2017), conforme el criterio sentado por el
TJUE en su sentencia de 22 de junio de 2022 (asunto C-267/20, asunto Volvo ), el plazo aplicable sería el de
cinco años previsto en el art. 74. Por todo lo expuesto, debemos estimar en este punto el recurso de la actora.

QUINTO. - Las subvenciones recibidas por la demandante como elemento que excluye el daño.

17. En el caso enjuiciado, el recurso y la oposición se centran en la prescripción de la acción, por lo que, una
vez desestimada la excepción, hemos de entrar a analizar las pretensiones y las causas de oposición tal y
como han sido planteadas en la demanda y en la contestación.
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18. TOMPLA sostiene que el envío de sobres electorales fue sufragado con subvenciones públicas del Estado
durante todo el periodo de reclamación (1985 a 2010), lo que habría excluido o minorado el daño.

19. Estimamos conveniente para nuestro análisis comenzar exponiendo el marco normativo existente en
esta materia. La Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General (LOREG), regula las
subvenciones que perciben los partidos políticos por su participación en proceso electorales. En este sentido,
el artículo 130 considera gastos electorales " los que realicen los partidos, federaciones, coaliciones o
agrupaciones participantes en las elecciones desde el día de la convocatoria hasta el de la proclamación de
electos" por los conceptos contemplados en el propio precepto, entre los que se encuentra la "confección de
sobres y papeletas electorales" (apartado a/), la " propaganda y publicidad directa o indirectamente dirigida
a promover el voto a sus candidaturas, sea cual fuere la forma y el medio que se utilice" (apartado b/) y la "
correspondencia y franqueo" (apartado f/).

20. Por tanto y como primera conclusión, la adquisición de sobres por la demandante, objeto de la reclamación,
tanto la de los sobres electorales propiamente dichos como la de los sobres pre-impresos de envío de la
papeleta electoral con la propaganda, constituye legalmente un gasto electoral subvencionado por el Estado.

21. El artículo 175 del LOREG, por su parte, contempla, para las Cortes Generales, dos tipos de subvenciones;
una, de carácter general (en adelante, subvención general u ordinaria), que se calcula en función del número
de escaños y votos obtenidos (apartado primero), y otra, más específica o finalista (en adelante subvención
finalista), que sufraga los gastos electorales originados por el envío de los sobres y papeletas electorales
o de propaganda electoral, que se determina en función del número de electores en cada una de las
circunscripciones (apartado tercero). Dicho apartado, introducido en la Reforma de 1991, dice lo siguiente:

"3. Además de las subvenciones a que se refieren los apartados anteriores, el Estado subvencionará a los
partidos, federaciones, coaliciones o agrupaciones los gastos electorales originados por el envío directo y
personal a los electores de sobres y papeletas electorales o de propaganda y publicidad electoral de acuerdo
con las reglas siguientes:

a) Se abonarán 0,18 euros por elector en cada una de las circunscripciones en las que haya presentado lista al
Congreso de los Diputados y al Senado, siempre que la candidatura de referencia hubiera obtenido el número
de Diputados o Senadores o de votos preciso para constituir un Grupo Parlamentario en una u otra Cámara.

b) La cantidad subvencionada no estará incluida dentro del límite previsto en el apartado 2 de este artículo,
siempre que se haya justificado la realización efectiva de la actividad a que se refiere este apartado."

22. En cualquier caso, la concesión de la subvención se condiciona en la Ley a que el gasto se justifique
debidamente al Tribunal de Cuentas. De este modo, el artículo 127.1º de la LOREG dice al respecto lo
siguiente:

" El Estado subvenciona, de acuerdo con las reglas establecidas en las disposiciones especiales de esta ley, los
gastos ocasionados a los partidos, federaciones, coaliciones o agrupaciones de electores por su concurrencia
a las elecciones al Congreso de los Diputados y al Senado, Parlamento Europeo y elecciones municipales.
En ningún caso la subvención correspondiente a cada grupo político podrá sobrepasar la cifra de gastos
electorales declarados, justificados por el Tribunal de Cuentas en el ejercicio de su función fiscalizadora."

23. En la medida que sólo se subvenciona el gasto electoral justificado, la subvención, como sostiene la
demandada, se configura como una cantidad máxima y no como una suma fija que el Estado garantiza a los
partidos políticos al margen de que se lleve a cabo o no la actividad objeto de la subvención (en nuestro caso,
la adquisición y envío de los sobres electorales).

24. La resolución de 5 de noviembre de 2019 de la Presidencia del Tribunal de Cuentas, que aprueba
la Instrucción relativa a la fiscalización de las contabilidades de las elecciones a Cortes Generales de
10 de noviembre de 2019, precisa cómo deben justificarse los gastos electorales objeto de subvención.
Destacamos, por su carácter ilustrativo, los siguientes apartados:

Exposición de Motivos:

Atendiendo a lo dispuesto en el artículo 134.2 de la LOREG, el Tribunal de Cuentas se ha de pronunciar, en
el ejercicio de su función fiscalizadora, sobre la regularidad de las contabilidades electorales presentadas
por las formaciones políticas y, en el caso de que se hubieran apreciado en las mismas irregularidades o
violaciones de las restricciones establecidas en materia de ingresos y gastos electorales, puede iniciar el
procedimiento sancionador en los casos y en los términos establecidos en la Ley Orgánica 8/2007, de 4 de
julio, sobre financiación de los partidos políticos (LOFPP), así como proponer la no adjudicación o reducción
de la subvención pública a percibir por la formación política de que se trate.
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3. Requisitos de la documentación justificativa a presentar ante el Tribunal de Cuentas 3.1 Documentación
contable.

De conformidad con el apartado 1 del artículo 133 de la LOREG, las formaciones políticas deberán presentar
una contabilidad detallada y documentada de sus respectivos ingresos y gastos electorales. El apartado 2 del
citado artículo establece que la presentación se realizará por los administradores generales de las formaciones
políticas. El Tribunal evaluará la idoneidad de la información presentada a fin de poder determinar el importe
de los gastos regulares justificados aplicables a las elecciones a Cortes Generales, según se contempla en el
artículo 134 de la LOREG.

Por su parte, a tenor de las previsiones del artículo 175.3 de la LOREG, los gastos electorales originados por
el envío directo y personal a los electores de sobres y papeletas electorales o de propaganda y publicidad
electoral, deberán diferenciarse de los gastos electorales restantes, de forma que queden claramente
identificadas las partidas correspondientes a los gastos de dicha naturaleza. En este mismo sentido, al objeto
de facilitar las comprobaciones, la formación política deberá certificar explícitamente la cifra total de gastos
por envíos declarados en la contabilidad presentada y el número de envíos realizados.

3.4 Documentación justificativa de los gastos por envíos de propaganda electoral y del número de envíos
personales y directos.

"El artículo 175.3 de la LOREG contempla que el Estado subvencionará a los partidos, federaciones, coaliciones
o agrupaciones los gastos electorales originados por el envío directo y personal a los electores de sobres y
papeletas electorales o de propaganda y publicidad electoral, siempre que la candidatura de referencia hubiera
obtenido el número de Diputados o Senadores o de votos preciso para constituir un Grupo Parlamentario en
una u otra Cámara.

En el caso de que la formación política tenga derecho a percibir la subvención para sufragar este tipo de gastos,
se deberá presentar justificación documental de todos los gastos de esta naturaleza, con independencia de su
cuantía (en formato "pdf"). Asimismo, todas las facturas justificativas remitidas deberán indicar expresamente
las elecciones a las que corresponde el gasto electoral.

Las formaciones políticas deberán declarar de forma expresa, en documento aparte, el número de electores a
los que se les haya efectuado el envío directo y personal de sobres y papeletas electorales o de propaganda
electoral para las elecciones a Cortes Generales por cada una de las circunscripciones (en formato "xlsx")."

25. Analizaremos a continuación qué parte de los gastos soportados por el PSC con la adquisición de sobres
fue sufragada por las diferentes Administraciones y con cargo a qué modalidad de las dos subvenciones
lo han sido, extremo que puede resultar relevante a la vista de la distinta naturaleza de cada una de
ellas. En este sentido, la única pericial que lo analiza es la aportada por la demandada. El informe D&P
examina en el extremo 5. 1º qué parte de los gastos de envío de sobres electorales, que comprende
los gastos de adquisición, fueron subvencionados. Dado que la información se extrae de los informes de
fiscalización emitidos por el Tribunal de Cuentas y que, en principio, el importe de las subvenciones deja
poco margen para la interpretación, las conclusiones de los peritos, al menos en lo relativo al total de los
gastos subvencionados, nos merecen suficiente crédito. De este modo, la pericial distingue según el tipo de
comicios:

* Elecciones a cortes generales (congreso y senado)

En el periodo del cártel (i) ha habido 7 procesos electorales a las cortes generales y (ii) los gastos electorales
incurridos por el PSC, incluidos los gastos por envíos de propaganda electoral han sido, íntegramente, cubiertos
por la subvención percibida, a excepción de las elecciones celebradas en los años 1986, 1989 y 2004. En estos
procesos, la subvención cubrió el 65,0%, el 69,7% y el 99,9%, respectivamente, de los gastos incurridos por el
PSC.

* Elecciones Municipales

En el periodo del cártel (i) ha habido 6 procesos electorales a las elecciones Municipales de Catalunya y (ii)
los gastos electorales incurridos por el PSC incluidos los gastos por envíos de propaganda electoral han sido,
parcialmente, cubiertos por la subvención percibida, oscilando la misma entre un 93,5% y un 99,9%.

* Elecciones al Parlamento de Catalunya

En el periodo del cártel (i) ha habido 7 procesos electorales a las elecciones al Parlamento de Catalunya y
(ii) los gastos electorales incurridos por el PSC, incluidos los gastos por envíos de propaganda electoral, han
sido íntegramente cubiertos por la subvención percibida, a excepción de las elecciones celebradas en los años
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1988, 1992 y 1999 en las que la subvención cubrió el 27,2%, el 94,5% y el 97,4%, respectivamente, de los gastos
incurridos por dicha formación política.

Conclusión:

* De los 20 comicios celebrados en el periodo 1985-2010, expuestos en el informe, en 8 de ellos, la subvención
recibida por el PSC cubrió el 100% de los gastos electorales incurridos en concepto de gasto por envío de
propaganda electoral.

* Con respecto a los restantes 12 comicios, la subvención percibida por el PSC cubrió parcialmente los citados
gastos electorales.

26. El informe pericial de la demandada considera que en aquellos comicios en los que la subvención ha
cubierto el 100% de los gastos electorales, el coste neto para el PSC habría sido de "cero" euros. Por el contrario,
en el caso que la subvención no cubriese el 100% del gasto, para calcular el perjuicio la pericial recurre a la
fórmula que se indica en la página 39 del informe, que comprende los siguientes factores; (i) cálculo del importe
que fue cubierto por la subvención y del coste neto incurrido por el PSC teniendo en cuenta el porcentaje de
gasto electoral cubierto por la subvención percibida y calculado sobre el importe total de compras, incluido
el presunto sobreprecio pagado; (ii) cálculo del importe que fue cubierto por la subvención y del coste neto
incurrido por el PSC, en cada una de las elecciones celebradas teniendo en cuenta el porcentaje de gasto
electoral cubierto por la subvención percibida y calculado sobre el importe de compras una vez descontado
el presunto sobreprecio pagado, con lo que se obtiene la compras descontado el sobreprecio; (iii) el daño
emergente se cuantificaría como la diferencia entre el coste neto realmente incurrido por el PSC (apartado i))
y el coste neto para el PSC excluyendo los sobreprecios pagados (apartado ii).

27. Estimamos que en la medida que el gasto en que incurrió la demandante por la adquisición de los sobres,
con el sobreprecio correspondiente, quedó cubierto íntegramente con la subvención finalista concedida por el
Estado para el envío de propaganda electoral, la actora no resultó perjudicada y no puede reclamar por ello.
La subvención en tal caso alcanza el 100% del gasto, incluido el eventual sobreprecio, con lo que el perjuicio
se traspasa en su integridad a la Administración que subvenciona. Aunque la demandante no acompaña
las facturas de compra, sino que realiza una estimación del gasto basada en el censo electoral y en las
referencias de precios contenidas en la Resolución de la CNC, esa estimación suple a las facturas. Y si estas
fueron sufragadas en su totalidad por el Estado (o la Administración correspondiente), previa justificación, con
cargo a la subvención finalista, se produce un desplazamiento del sobreprecio, como hemos dicho, similar al
que tiene lugar cuando se repercute total o parcialmente el daño (passing-on), repercusión que se esgrime
frecuentemente como defensa en las infracciones del derecho de la competencia y que está contemplada
tanto en la Directiva de Daños como en el artículo 78 de la LDC. Dice dicho precepto:

<<1. El derecho al resarcimiento enunciado en este título se referirá únicamente al sobrecoste efectivamente
soportado por el perjudicado, que no haya sido repercutido y le haya generado un daño.

3. El demandado podrá invocar en su defensa el hecho de que el demandante haya repercutido la totalidad o
una parte del sobrecoste resultante de la infracción del Derecho de la Competencia.

La carga de la prueba de que el sobrecoste se repercutió recaerá en el demandado, que podrá exigir, en una
medida razonable, la exhibición de pruebas en poder del demandante o de terceros.>>

28. La repercusión del sobrecoste al comprador, contemplado en el precepto trascrito, es equivalente al
traslado del sobreprecio a la entidad que subvenciona íntegramente el gasto. Al igual que el comprador
indirecto está legitimado para reclamar el sobrecoste que le ha sido repercutido, la entidad que subvenciona
también está legitimada para reclamar los perjuicios que le ha ocasionado la infracción. Ambas partes traen a
colación, a este respecto, la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 12 de diciembre de 2019.
En un procedimiento iniciado por el Estado Federado de Alta Austria por subvenciones concedidas a empresas
adquirentes del cártel de ascensores y escaleras mecánicas, a la pregunta formulada por el Tribunal Supremo
de Austria sobre la posibilidad de exigir indemnizaciones por quienes no son adquirentes o proveedores del
cártel, el TJUE responde lo siguiente:

"El artículo 101 TFUE debe interpretarse en el sentido de que las personas que no actúan como proveedores
o compradores en el mercado afectado por un cártel, pero que han concedido subvenciones en forma de
préstamos en condiciones favorables a compradores de productos ofrecidos en ese mercado, pueden solicitar
que se condene a las empresas que participaron en dicho cártel a reparar el perjuicio que han sufrido debido
a que, al ser el importe de dichas subvenciones más elevado que el que habría resultado de no existir el
mencionado cártel, esas personas no han podido utilizar esa diferencia para otros fines más lucrativos."
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29. Esto es, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea amplía el elenco de los perjudicados, contemplando,
junto a los compradores o proveedores en el mercado afectado por el cártel, al organismo que concede
subvenciones. Esa Sentencia, aplicada a este caso, habilitaría a la Administración que subvenciona y en la que
recae el perjuicio (por haber sufragado el gasto) a reclamar frente a los sujetos responsables de la infracción.

30. Como venimos diciendo, la subvención para el envío directo y personal de sobres electorales o de
propaganda es una subvención finalista por la que el Estado o la Administración competente sufraga (y asume)
los gastos de esa actividad electoral, que incluye, lógicamente, el gasto por la adquisición de sobres. Se
introduce en el artículo 175 del LOREG con la Reforma de 1991 y consiste en una cantidad por elector en cada
una de las circunscripciones, que se actualizan por Orden del Ministerio de Economía y Hacienda. Además, no
está sujeta al límite de los gastos electorales que afecta a la subvención ordinaria. La subvención se estima
valorando el gasto razonable que comporta esa específica actividad electoral. De este modo, se observa en
la pericial una correlación entre gasto y subvención, esto es, en la práctica totalidad de los comicios coincide
el importe del gasto con el de la subvención. Precisamente por sufragar una actividad muy concreta que
comprende unos conceptos determinados (adquisición de sobres y papeletas, junto con la publicidad, y los
gastos de envío), no puede ser destinada a financiar otros gastos electorales. Si la actividad de envío de
sobres electorales no se lleva a cabo y no se justifica ante el Tribunal de Cuentas no se percibe la subvención.
Por tanto y como conclusión, en el cálculo del sobreprecio habrá que descartar los gastos de adquisición de
sobres sufragados con la subvención específica para esa partida. En esa situación se encuentran los procesos
electorales en los que la subvención ha cubierto el 100% de los gastos de envío o una cantidad muy próxima
al 100%, superior al 90%, que son los que se excluyen para fijar el perjuicio definitivo.

31. Más discutible es si el perjuicio existe cuando el gasto por la adquisición de sobres, con el eventual
sobreprecio, se sufraga con cargo a la subvención ordinaria. En esta situación se encuentran los procesos
electorales sólo aquellos casos en los que la subvención cubre la totalidad del gasto o en un porcentaje
superior al 97%.

32. Recordemos que los gastos electorales ordinarios están limitados por Ley (artículo 175.2º de la LORG,
límite que no comprende los gastos por envío de sobres), por lo que, de no existir el sobreprecio, la actora
hubiera podido incrementar sus gastos electorales, destinando para ello ese sobreprecio o hubiera podido
optimizar en mayor medida los gastos. A ello se refiere la sentencia cuando señala que existe daño " por
el hecho de no haber podido invertir de otra forma más rentable la cantidad que se ha destinado al pago
del sobreprecio del cártel, y que ello puede ser entendido como una daño real y resarcible". En definitiva,
en la medida que el sobreprecio, soportado por el PSC, le impidió incrementar el gasto y transferirlo a
otras actividades electorales (lo que no es posible con la subvención finalista), entendemos que el perjuicio
subsiste, pese a la subvención ordinaria, y que debe ser resarcido. Por todo ello, en el cálculo del perjuicio
deberá incluirse los procesos electorales en los que el gasto de adquisición de sobres quedó cubierto con la
subvención ordinaria.

SEXTO. - Cuantificación del daño. Estimación del sobreprecio. Valoración del tribunal.

33. Como dijimos en nuestras primeras Sentencias sobre el cártel de los sobres, la aproximación a las
cuestiones que debemos decidir se ha de hacer desde la constatación de la dificultad que entraña valorar
adecuadamente el daño. Lo expresa bien la Comisión cuando en su Comunicación sobre la cuantificación
del perjuicio en las demandas por daños y perjuicios por incumplimiento de los artículos 101 o 102 del TFUE
afirma:

"La cuantificación de ese perjuicio exige comparar la situación actual de la parte perjudicada con la situación
en la que estaría sin la infracción. Esto es algo que no se puede observar en la realidad: es imposible
saber con certeza cómo habrían evolucionado las condiciones del mercado y las interacciones entre los
participantes en el mercado sin la infracción. Lo único que se puede hacer es una estimación del escenario
que probablemente habría existido sin la infracción. La cuantificación del perjuicio en asuntos de competencia
siempre se ha caracterizado, por su propia naturaleza, por limitaciones considerables en cuanto al grado de
certeza y precisión que puede esperarse. A veces solo son posibles estimaciones aproximadas".

34. Por tanto, para determinar el daño es preciso ser conscientes de que el tribunal ha de partir, más que de
hechos, de hipótesis sobre escenarios posibles, lo que determina, ya de forma apriorística, una situación de
extraordinaria inseguridad y de dificultad. Se explica así que la   Directiva 2014/104/UE   del Parlamento Europeo
y del Consejo, de 26 de noviembre de 2014, relativa a determinadas normas por las que se rigen las acciones por
daños en virtud del Derecho nacional, por infracciones del Derecho de la competencia de los Estados miembros
y de la Unión Europea, disponga en su art. 15.1:

"Los Estados miembros velarán por que ni la carga de la prueba ni los estándares de prueba necesarios para
la cuantificación del perjuicio hagan prácticamente imposible o excesivamente difícil el ejercicio del derecho
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al resarcimiento de daños y perjuicios. Los Estados miembros velarán por que los órganos jurisdiccionales
nacionales estén facultados, con arreglo a los procedimientos nacionales, para estimar el importe de los
daños y perjuicios si se acreditara que el demandante sufrió daños y perjuicios pero resultara prácticamente
imposible o excesivamente difícil cuantificar con precisión los daños y perjuicios sufridos sobre la base de
las pruebas disponibles".

35. En lógica consecuencia, el   art. 76.2 de la Ley de Defensa de la Competencia (Ley 15/2007, de 3 de julio
) dispone:

"Si se acreditara que el demandante sufrió daños y perjuicios pero resultara prácticamente imposible o
excesivamente difícil cuantificarlos con precisión en base a las pruebas disponibles, los tribunales estarán
facultados para estimar el importe de la reclamación de los daños".

36. Por tanto, las dificultades probatorias, que de alguna forma son connaturales o inherentes a la materia, no
pueden determinar que la demanda pueda resultar sin más desestimada cuando se haya constatado la efectiva
existencia de daños y el problema estribe en su cuantificación. Por esa razón, en último extremo se habilita al
órgano jurisdiccional para que lo cuantifique por estimación, previsión normativa que no puede ser interpretada
en términos que impliquen la supresión de toda exigencia de esfuerzo probatorio razonable a las partes. Si
ese esfuerzo se ha realizado y persisten los problemas de cuantificación, está plenamente justificado que el
órgano jurisdiccional fije la cuantía del daño por estimación.

37. En cualquier caso, esto es, tanto se utilice un método estimativo como otro distinto, en esencia el problema
del enjuiciamiento es el mismo: se trata de probar meras hipótesis, de manera que en sustancia se tratará
de hacer un juicio de inferencia lógico que ponga en relación los hechos ilícitos que se imputan a la parte
demandada y la situación ideal (e imaginaria) en la que se encontraría la parte actora de no haber existido
ese hecho. Ese juicio de inferencia se apoyará en máximas de la experiencia humana adquirida, es decir, en
reglas del conocimiento humano que permitan justificar adecuadamente ese juicio de inferencia. Por tanto, lo
razonable es pensar que no existirán medios de prueba directos sino indirectos, es decir, datos o indicios que
permitan hacer ese juicio de inferencia a que nos hemos referido.

38. Lo expuesto nos permite hacer una última consideración sobre el papel de las periciales en este tipo de
procesos. Las periciales de las partes, a través de las cuales pretenden cuantificar el daño, no pueden cumplir
una función que vaya más allá de suministrar al órgano jurisdiccional esas "máximas de la experiencia humana
adquirida" a través de las cuales poder hacer lo más adecuadamente posible ese juicio de inferencia lógica a
que nos hemos referido. Pero no sustituyen el juicio del juez por el del perito, sino que persiguen algo más
modesto, ayudar a conformar el criterio que se ha de formar el juez, y que constituye en estos casos la esencia
de su juicio. A ello se refiere a la   Ley de Enjuiciamiento Civil cuando dispone que las periciales se valorarán
de acuerdo con las reglas de la sana crítica (artículo 348   ). La función del juez no consiste, por tanto, en
elegir qué pericial le ha parecido más convincente, en los casos en los que existan diversas y con conclusiones
enfrentadas, sino en argumentar cómo las mismas han ayudado a conformar su propio criterio sobre la máxima
de la experiencia que la pericial ha pretendido aportar al proceso. En nuestra opinión, la valoración debe ser
conjunta y tomando como referencia, más que el medio probatorio en sí mismo, el discurso argumental que el
juez esté asumiendo como propio, esto es, el propio juicio de inferencia que al tribunal le parezca más lógico.

39.  Para la cuantificación del daño, la parte actora aporta un primer informe (documento 16) elaborado
por la firma ALFA COMPLETNEESS (en adelante, informe ALFA), cuyo objeto consiste en la determinación y
cuantificación del importe mínimo de compras de sobres de papel por parte del PSC en el periodo infractor
(1985-2010), dado que la actora no aporta las facturas de compra. El número de sobres (en unidades) adquiridos
se determina a partir del número de electores de cada uno de los comicios celebrados en España desde 1985
hasta el año 2010 (páginas 6 a 12 del informe pericial). Para la cuantificación del precio unitario, el informe ALFA
obtiene la información de la Resolución de la CNC, que contempla tres tipos de precios; (i) los precios aplicados
en las licitaciones públicas; (ii) los precios aplicados en las compras de sobres para buzoneo electoral realizadas
directamente por los partidos políticos; (iii) los precios aplicados directamente en la compras de sobres para
buzoneo electoral realizadas por los partidos mediante la intervención de imprentas, intermediarios y/o agencias.
En cada proceso electoral, los peritos optan por el menor de los precios de referencia (páginas 13 y siguientes
del informe).

40.  Con esos criterios de estimación, la pericial concluye que el PSC realizó compras mínimas de sobres en
todo el periodo comprendido entre 1985 y 2010 por valor de 1.990.514,51 euros.

41.  Por lo que se refiere a la estimación del sobreprecio, la actora aporta un segundo informe (documento 17)
realizado por los mismos peritos que sigue un método diacrónico de estimación del sobreprecio, que se calcula
por la diferencia entre el precio del cártel y otros precios comparables del mismo mercado no afectados por
la infracción, concretamente: los relativos al periodo posterior a la investigación de la CNC de 2010 (a priori
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no afectados por el cártel) y los de empresas no pertenecientes al cártel durante el periodo de la infracción
(extremo 4.5º del informe, página 28). En concreto, los peritos toman en consideración los descuentos máximos
aplicados por las empresas del cartel en las elecciones al Parlamento Europeo de 1994, 2004 y 2008, en las
elecciones Generales de 2004 y 2008, en las elecciones municipales de 2007 y los precios aplicados en 2005
a LA CAIXA y a la Agencia Tributaria a partir de 2006. Esos precios se confrontan con los mayores descuentos
aplicados a partir de 2011 en las elecciones a Cortes Generales, LA CAIXA y la Agencia Tributaria (obtenidos
también de la Resolución de la CNC). Por otro lado, durante el periodo de la infracción y, en concreto, en el año
1994, ganó la licitación de las elecciones al Parlamento Europeo Cayfosa, empresa que no pertenece al cártel y
que resultó adjudicataria por ser su oferta un 23,15% inferior a la de la cartelista UNIPAPEL.

42.  A partir del sobreprecio estimado del año 1994, la pericial calcula el sobreprecio para cada a anualidad de
la siguiente manera:

- Para el periodo comprendido entre los años 1995 y 2003, se realiza una interpolación lineal entre los datos
estimados para 1994 y 2004.

- Para los años 2005 y 2006, se toma como referencia los valores de la interpolación lineal obtenida en el período
1994-2004.

- Para el periodo comprendido entre los años 1985 y 1993, y tomando como referencia los valores de la
interpolación lineal obtenida en el período 1994-2004, se procede a extender la interpolación lineal que había
sido creada para el período 1994-2004.

- Para el periodo comprendido entre los años 2007 y 2009, se estima un sobreprecio anual a través del
promedio aritmético simple de las referencias disponibles para cada año en relación con tan sólo con los sobres
electorales, esto es, sin considerar los datos de LA CAIXA y AEAT.

- Para el año 2010, en el que solamente se tienen las Elecciones al Parlamento de Cataluña, se toma como
referencia los sobreprecios del año 2009.

43.  Del cuadro que figura en la página 34 del informe pericial, el sobreprecio estimado fluctúa entre el -2,5% del
año 1985 y el 65% del año 2008. Aplicados esos porcentajes al total de compras de sobres durante el periodo
infractor (1.990.514,51 euros, sin IVA), el daño emergente asciende a 531.661,17 euros, que con la capitalización
con los intereses legales se traduce en un daño emergente capitalizado de 1.166.576,10 euros, que es objeto
de reclamación.

44.  En línea con el criterio seguido por esta Sección en el primer bloque de Sentencias del cártel de los
sobres (por todas, Sentencia de 10 de enero de 2020 ), optamos por un porcentaje del 20% lineal durante toda
la vida del cártel, criterio que estimamos acertado a la vista de la prueba practicada. En efecto, la crítica del
informe D&P al método seguido en la pericial de la actora es, en términos generales, acertada. Aunque la toma
en consideración de datos obtenidos del expediente ante la CNC puede ser un buen punto de partida, al final los
precios de referencia considerados son muy escasos y, por ese mismo motivo, poco representativos. De hecho,
un único dato real (el descuento ofertado por Cayfosa en 1994) sirve, por el método de la interpolación lineal,
para calcular los sobreprecios de los nueve años anteriores (de 1985 al año 1993) y de los nueve años siguientes
(hasta el 2003). No resulta adecuado recurrir a la interpolación lineal con un solo dato para un periodo de tiempo
tan largo (de 18 años). También resulta poco fiable comparar los descuentos aplicados en las licitaciones de
sobre de los años 2004, 2007, 2008 y 2009 con dos únicos datos del año 2011, cuando, según resulta del informe
de D&P, de haber considerado las licitaciones de periodos posteriores (de 2012 a 2019) los sobreprecios serían
menores.

45.  Por ello resulta procedente, realizar nuestra propia estimación del sobreprecio, distinto del establecido en
el informe pericial de la demanda, que queda fijado en el 20% lineal durante todo el periodo de duración del
cártel (1985 a 2010). En nuestra Sentencia de 10 de enero de 2020 , cuyo criterio es seguido por la sentencia de
instancia, señalamos los siguientes elementos de juicio para llegar a ese porcentaje:

1º) Los sobreprecios superiores al 40% en el mercado de sobres electorales, aunque nos parecen excesivos
constituyen una información relevante a considerar también en el mercado de sobres pre-impresos.

2º) La resolución de la CNC de constante referencia valora los efectos sobre la competencia en el ámbito
de los sobres pre-impresos corporativos o de grandes clientes en el fundamento de derecho séptimo (página
294). A partir de la información proporcionada por algunos clientes objeto de reparto, la resolución constata la
incidencia directa en el precio de los acuerdos en el seno del cártel: Mientras que en las licitaciones de la AEAT
en los años 2006 a 2010 los descuentos realizados oscilaron entre el 2,9% y el 4,8%, la adjudicación a Tompla
tras la finalización del cártel lo fue con un descuento del 35%. En cuanto a La Caixa, frente a los descuentos
inapreciables (entre el 0% y el 2,5%) sobre el presupuesto máximo de licitación entre los años 2005 a 2011, la
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licitación con posterioridad a la finalización del cártel obtuvo descuentos entre el 8% en los sobres de utilización
manual y del 21% en los sobres de marketing.

3º) El 20% de sobreprecio que entendemos ajustado se encuentra dentro de los sobreprecios estimados en el
caso de La Caixa (entre el 8% y el 21%). Aunque la extrapolación de esos datos tiene sus inconvenientes, dado
que se trata de un cliente muy particular, distinto del demandante y por cuanto los descuentos se han calculado
con precios obtenidos en fechas muy próximas a la finalización del cártel, no dejan de ser datos objetivos
obtenidos en una investigación dirigida por un organismo público imparcial que no han sido desacreditados por
las demandadas.

4º)  Las manifestaciones de PACSA, una de las empresas cartelizadas, recogida en el acta de 10 de octubre de
1996 de la reunión de los cartelistas, en la que afirma que sus precios se han incrementado un 19,5% respecto
al año anterior desde su incorporación al cártel (folios 3265 a 3268 del expediente sancionador).

5º)   El documento interno de Tompla de 2001, relativo al grupo Hamelin, contempla el descenso medio de los
sobres preimpresos en un 20% como consecuencia de la entrada de Envel en el mercado (folios 13991 a 13995
del expediente sancionador).

6º) El expediente ante la CNC refiere informes y actas que aluden a incrementos de precios de entre el 9% y el
15% o al mayor incremento en precios en modelos especiales de sobres respecto de los sobres estándar.

7º) La resolución de la CNC incorpora como hecho probado el pacto alcanzado entre los cartelistas de imponer
una sanción del 25% del importe de los pedidos en caso de incumplimiento de los acuerdos de precios o de
adjudicación a una empresa distinta a la predeterminada (apartado 433).

8º) El porcentaje del 20% por el que hemos optado estaría en la franja media de los manejados en los trabajos
doctrinales que analizan el impacto de los cárteles en los precios. El trabajo de CONNOR y LANDE -Cartel
Overcharges and Optimal Cartel Fines", 2008, University of Baltimore Law-, que examina la evolución recurrente
de los mercados cartelizados, con rangos frecuentes de sobreprecios superiores al 30%. Ese mismo trabajo
asume, entre sus citas, las aportaciones de POSNER (Antitrust Law, 2ª ed., 2001, pp. 303-304, conclusiones
matizadas en el umbral que se dirá en su posterior Economic Analysis of Law, 9ª ed., 2014), que estima en un
25% los sobreprecios aplicados en cárteles bien organizados. Otros autores, BOYER y KOTCHONI ("How Much
Do Cartel Overcharges", CIRANO-Scientific Publication n. 2011s-35) acaban por concluir que el sobreprecio
medio en un mercado cartelizado puede estimarse en un umbral mínimo del 15'47-16'01%".

46. Esos elementos de juicio viene reforzados por otro, específico del mercado de sobres electorales, como es
la oferta de Cayfosa (empresa no perteneciente al cártel) para las elecciones al Parlamento Europeo de 1994,
que fue un 23,2% inferior al precio ofertado por la empresa del cártel (UNIPAPEL). Se trata de un sobreprecio
ligeramente superior al que hemos fijado de forma estimada.

47. Se podría decir que la estimación lineal del 20% para todo el periodo de reclamación (1985 a 2010) supone
una aplicación retroactiva y anticipada del   artículo 76.2º de la Ley de Defensa de la Competencia   , que entró en
vigor el 27 de mayo de 2017 (   disposición final quinta del RDL 9/2017   ), alegación que no podemos compartir.
El recurso a criterios estimativos en la valoración del daño no se introduce en nuestro Ordenamiento Jurídico
por primera vez en el año 2017, con la trasposición del   artículo 17 de la Directiva de Daños   , sino que viene
siendo ampliamente aceptado en la práctica judicial y en la jurisprudencia del Tribunal Supremo.

SEPTIMO. - Capitalización compuesta del daño y condena al pago del interés legal. Bases para la determinación
del perjuicio en ejecución de sentencia.

48. Como señala la Guía Práctica para cuantificar los daños y perjuicios por las infracciones de los   artículos
101   y   102 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea   , cualquier persona perjudicada por
una infracción tiene derecho a la reparación por ese perjuicio, reparación que significa devolver "a la parte
perjudicada a la situación en que habría estado si no hubiera habido infracción". El apartado 20 de la Guía
Práctica establece lo siguiente:

"La concesión de intereses constituye un elemento indispensable de la reparación. Como ha destacado el
Tribunal de Justicia, la reparación íntegra del perjuicio sufrido debe incluir la reparación de los efectos adversos
ocasionados por el lapso de tiempo transcurrido desde que se produjo el perjuicio causado por la infracción.
Estos efectos son la depreciación monetaria y la oportunidad perdida para la parte perjudicada de tener

el capital a su disposición. La legislación nacional debe tener en cuenta estos efectos como interés legal u
otras formas de interés, siempre que se ajusten a los principios de efectividad y de equivalencia antes citados."

49. El Tribunal Supremo admite la aplicación tanto del IPC como del interés legal como medio de actualización
de una deuda valor por daños legalmente resarcibles, no tanto como medio de sancionar un retraso en el pago,
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que es lo que regula específicamente el Código Civil, sino por la consideración de la deuda indemnizatoria
como una deuda valor ( SSTS de 8 de junio de 2012 y 4 de marzo de 2015 ). En el mismo sentido, la Sentencia
del Tribunal Supremo de 3 de abril de 2006 (ECLI:ES:TS:2006:2258 ) dice al respecto lo siguiente:

<< Como dice la   STS de 16 de diciembre de 2004   , no resulta dudoso que el   art. 1108 CC   se refiere a la
indemnización de daños y perjuicios por mora en las deudas de suma, de modo que los intereses (convenidos,
y a falta de convenio el legal), cuando no haya pacto en contrario, operan como índice de corrección legal
de la depreciación monetaria en el sistema nominalista. En las deudas de valor, entre las que se encuentran
las resarcitorias, en las que el dinero es la medida de valor de otras cosas o servicios respecto de las cuales
funciona como equivalente o sustitutivo, la reintegración económica habrá de responder a la finalidad de
restablecer la situación al tiempo del daño, por lo que la indemnización habrá de ajustarse en lo posible, como
indica la doctrina científica, al poder adquisitivo del importe que va a recibir. Para lograr tal equilibrio, en orden
a salvar el principio de indemnidad, en la práctica, y por la jurisprudencia, se siguen diversos criterios, y uno
de ellos es el de establecer el incremento del IPC, pero nada obsta a que se pueda señalar el de los intereses
legales (concepto no vinculable en exclusiva a moratorios), no porque sea de aplicación el   art. 1108 CC   , sino
porque el abono de dicho incremento permite aproximar el resarcimiento a la total reintegración económica
-equivalente o sustitutivo del daño causado-, sin dar lugar con ello a ninguna situación de enriquecimiento
injusto.

Con esto, sólo resta comprobar cómo en el caso examinado, en efecto, los intereses se conceden por el tribunal
de apelación no a título de intereses moratorios al amparo del art. 1108 CC , como supone la parte recurrente,
sino en concepto de parte integrante de la indemnización principal entendida como deuda de valor necesitada
de actualización, pues la sentencia expresa que "ha de tenerse en cuenta, como jurisprudencialmente así
se viene reiterando, su concepto de deuda de valor, por lo que dicho importe ha de referirse al momento de
ocurrencia del accidente, que es cuando realmente surgió el deber de indemnizar, por lo que a la misma habrá
de sumarse el interés legal hasta la fecha de la sentencia dictada en primera instancia".

50. Dentro del amplio margen que reconoce al Tribunal Supremo y en coherencia con lo que dijimos en las
primeras Sentencias sobre el cártel de los sobres, estimamos que, en un cártel de duración tan extraordinaria,
la forma más adecuada de restablecer la situación al tiempo de producirse la infracción y de alcanzar el
resarcimiento íntegro es mediante la capitalización de la deuda conforme al interés legal. La capitalización es
el remedio adecuado para compensar al perjudicado la oportunidad perdida por no poder disponer del capital.
Por todo ello, debemos de desestimar en este punto el recurso.

51. Por otro lado, también estimamos procedente el pago de intereses legales de la cantidad que se
determine en ejecución desde la interpelación judicial. Es cierto que la cantidad que finalmente se reconoce
es sensiblemente inferior a la reclamada. Ahora bien, la postura tradicional del Tribunal Supremo, sustentada
en la regla illiquidis non fit mora, que limitaba el pago de intereses a los devengados a partir de la sentencia,
ha sido superada por la doctrina jurisprudencial más reciente. El pago de intereses legales desde la demanda
no deja de ser un mecanismo adecuado para mitigar los efectos del transcurso del tiempo y de lograr el plano
resarcimiento.

52. En definitiva y como conclusión, con estimación del recurso y estimación parcial dela demanda, la
demandada debe ser condenada al pago de la cantidad que se determine en ejecución de sentencia de acuerdo
con las siguientes bases:

1º) El número de sobres adquiridos durante el periodo de infracción (1985 a 2010) y el precio unitario estimado
por la adquisición (con el IVA correspondiente) será el indicado en la pericial de la demandante (documento
seis), con exclusión de los procesos electorales reseñados en el fundamento quinto (fJ 30) de esta resolución,
en los que la adquisición de sobres ha sido subvencionada íntegramente o en su práctica totalidad por la
subvención específica por envío de sobres electorales.

2º) El sobreprecio se calculará aplicando un 20% lineal a las compras estimadas de sobres en cada proceso
electoral durante el periodo de infracción (1985 a 2010).

3º) La cantidad resultante para cada elección deberá capitalizarse a fecha de la interposición de la demanda
con arreglo al interés legal.

4º) La cantidad que se determine en ejecución devengará el interés legal desde la interpelación judicial.

OCTAVO. Costas.

53. La estimación parcial de la demanda justifica la no imposición de las costas, conforme con lo establecido
en el art. 394 LEC.
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54. Conforme a lo que se establece en el art. 398 LEC, no procede hacer imposición de las costas, al haberse
estimado el recurso, razón por la que es procedente ordenar la devolución del depósito constituido al recurrir.
Tampoco procede hacer especial imposición de las costas de la impugnación, ya que la misma ha quedado
sin objeto al estimarse en parte de la demanda.

FALLAMOS

Desestimamos la impugnación formulada por MAESPA MANIPULADOS, S.L., TOMPLA INDUSTRIA
INTERNACIONAL DEL SOBRE, S.L., PRINTEOS, S.A., PRINTEOS CARTERA INDUSTRIAL, S.L. y estimamos el
recurso de apelación interpuesto por Partit dels Socialistes de Catalunya (PSC) contra la resolución del
Juzgado Mercantil núm. 11 de Barcelona de fecha 25 de octubre de 2021, dictada en las actuaciones de las
que procede este rollo, que se revoca íntegramente, y en consecuencia, se estima en parte la demanda y
condenando a la parte demandada a que solidariamente pague a la demandante la cantidad que se determine
en ejecución de sentencia de acuerdo con las bases reseñadas en el fundamento séptimo de esta resolución.
Sin imposición de las costas en ambas instancias, incluidas las generadas por la impugnación desestimada,
y con devolución del depósito.

Contra la presente resolución podrán las partes interponer en el plazo de los veinte días siguientes a su
notificación recursos de casación y/o extraordinario por infracción procesal ante este mismo órgano.

Remítanse los autos originales al juzgado de procedencia con testimonio de esta sentencia, una vez firme, a
los efectos pertinentes.

Así, por esta nuestra sentencia, de la que se llevará certificación al rollo, lo pronunciamos, mandamos y
firmamos.
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